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INDEBIDA SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. [E]l señor juez de conocimiento debió haber declarado de plano desierto el recurso por absoluta falta de sustentación, sin dar más largas al asunto y sin permitir que llegara a esta instancia con miras a efectuarse un pronunciamiento que era evidente. Y es que no podía ser de otra manera, porque los dos argumentos esgrimidos en contra de la providencia que puso fin al incidente de reparación integral, eran inadmisible. El primero, la ausencia de capacidad económica, porque -como ya se dijo- ello nada tiene que ver en el debate acerca de la existencia del daño y su cuantificación; y el segundo, la no prueba de los perjuicios materiales, porque es sabido que dentro de las pretensiones de la demanda por parte de la apodera de víctima, no estaba ninguna reclamación por perjuicios de esa clase, sino únicamente existía una reclamación por perjuicios morales, de suerte que era abiertamente impertinente hacer referencia a algo que no se estaba cobrando.
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SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintisiete (27) de julio de dos mil diecisiete (2017)

  ACTA DE APROBACIÓN No 738
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Julio 28 de 2017, 9:34 a.m.

	Imputado: 
	Mario Mosquera Ibarguen

	Cédula de ciudadanía:
	10.059.945 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Homicidio

	Víctima:
	Luis Alexánder Cortés Rocha

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra  la sentencia de mayo 31 de 2017, por medio de la cual se puso término al incidente de reparación integral de perjuicios. DECLARA DESIERTO el recurso por indebida sustentación. 


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- Con fecha agosto 02 del año próximo pasado, el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital condenó al procesado MARIO MOSQUERA IBARGUEN en calidad de autor por el homicidio en la persona que en vida respondía al nombre de LUIS ALEXÁNDER ROCHA.
1.2.- A consecuencia de lo anterior, y una vez en firme el fallo, el señor JOSÉ HERNEY CORTÉS ARIAS, en su condición de tío del occiso, se constituyó como víctima al sostener que había sido la persona quien junto con sus padres se encargaron de la crianza de LUIS ALEXÁNDER ROCHA, toda que su hermano no respondió por su sobrino. Y aclaró que al fallecer sus padres, o sea los abuelos del occiso, él se hizo cargo de su cuidado no obstante la difícil situación en que se encontraba como quiera que permanecía en la calle a consecuencia del consumo de estupefacientes.   
1.3.- La demanda de reclamación de perjuicios presentada por la apoderada de la víctima se hizo consistir, única y exclusivamente, en la reclamación de perjuicios morales, y su tasación la dejó al arbitrio del señor juez.
1.4.- El titular del juzgado, luego de analizar el referido parentesco y valorar positivamente la afectación que sufrió el tío por causa del deceso violento de su sobrino, con respecto del cual hubo un lazo de unión importante como quiera que le había correspondido su crianza, tasó el daño moral subjetivado en cuantía de 25 s.m.l.m.v. al valor correspondiente al año de ocurrencia del hecho (2015), lo que representaba un monto equivalente a $16’108.750.oo. Las costas se fijaron a cargo del incidentado. 

1.5.- Puesta la decisión en conocimiento de las partes presentes en la audiencia, la defensa se mostró inconforme e interpuso recurso de apelación, no así la apoderada de la víctima. El señora juez decidió conceder el recurso en el efecto suspensivo con la remisión de los correspondientes registros a esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 
2.- Para resolver, se considera

La Sala dirá desde ya que declarará desierto el recurso en cuanto la sustentación ofrecida ante la primera instancia no colma las exigencias requeridas.

Como es sabido, para el surgimiento de la competencia funcional en segunda instancia, es indispensable la concurrencia de los siguientes requisitos: (i) la interposición oportuna del recurso de apelación en forma principal o subsidiaria; (ii) que la impugnación sea interpuesta por un sujeto procesal habilitado para el efecto; (iii) que la providencia contra la cual se interpone admita esa clase de impugnación; pero además (iv) que la parte inconforme presente ADECUADA SUSTENTACIÓN que dé al superior las bases suficientes para confrontar la posición del inconforme frente aquella asumida por el inferior, porque se trata de la oportunidad única en que debe dar a conocer al ad quem los elementos de juicio en que se funda la censura.

No se trata de una requisitoria meramente formal, sino de la razón de ser del principio de la doble instancia, por cuanto no se puede pretender el examen de una decisión judicial que se presume ajustada a derecho, sin exponer los motivos que se tienen para el disenso.

Con la Ley 2ª de 1984 se formalizó como exigencia legal la sustentación del recurso, y conforme a ese dispositivo doctrina y jurisprudencia han coincidido en moldear sus límites, para cuyo efecto se ha decantado lo siguiente:

“Sustentar un recurso no significa lanzar apreciaciones de carácter general o ecuménicas, o calificaciones abstractas o vagas, o meramente corticales. No, el escrito de apelación para que merezca el nombre de tal, debe contener la pertinente crítica jurídica o probatoria mediante los correspondientes juicios de valor y los atinentes predicados axiológicos y conceptuales, de tal manera que a los planteamientos del proveído protestado se opongan razonamientos de similar peso; a sus inferencias y reflexiones otros tantos juicios combatan, contradigan o refuten el discurso dialéctico contenido en la respectiva providencia judicial. Sólo así cabe entender la naturaleza y finalidad del recurso de apelación”
 

Significa entonces, que no suplen el requisito de la sustentación expresiones abstractas que por su imprecisión y vaguedad no expresan ni siquiera implícitamente las razones o motivos de disenso. 

En el caso concreto, como se indicó, quien apeló fue la defensa, pero cuando se esperaba que iba a refutar los argumentos expuestos por el a quo, nada dijo en contra de los fundamentos que soportan la decisión, puesto que se limitó a expresar que su representado no tenía dinero para pagar la suma que había sido impuesta como perjuicios de índole moral. Afirmación que desde luego no tiene nada que ver con los motivos aducidos en la sentencia civil para efectos de declarar no solo la existencia del daño sino su cuantificación.

Pero la situación fue aún más patética en cuanto a la absoluta falta de sustentación del recurso, porque mírese textualmente lo ocurrido en la instancia:

Al concedérsele el uso de la palabra a la defensora con miras a sustentar el recurso de apelación, dijo textualmente: “No es posible reparar económicamente al familiar de la víctima en forma dineraria, porque mi defendido en estos momentos no cuenta con los recursos para hacer efectivo”. Ante esas singulares expresiones, el señor juez de la causa interrumpió a la profesional para pedirle que entrara en concreto a hacer la sustentación, y lo que a continuación hizo la defensora, fue insistir en los siguientes términos: “Mi representado no tiene el dinero en este momento para cancelar la suma a la que fue condenado, y como ya se había dicho, solo cuenta con una pensión y saca unos dineros para una demanda alimentaria que el mismo tiene. Por tanto, mediante este recurso solicito al superior la exoneración del pago de este dinero. No es más su señoría”. 
Concedida la palabra a la apoderada de la víctima como no recurrente, solicitó se confirmara el proveído por parte del Tribunal, porque los perjuicios morales quedaron establecidos con lo manifestado por la víctima, y con las pruebas documentales con las cuales se comprobó su calidad de afectado. 
A continuación, el señor juez de instancia sostuvo que lo expuesto por la apoderada del sentenciado no guarda relación con lo sostenido en el fallo, porque lo que se debe atacar es el contenido de la decisión, sus fundamentos legales, y la falta de capacidad de pago del condenado no es motivo para la exoneración de responsabilidad, porque como lo ha dicho la jurisprudencia, el delito es una fuente de obligaciones, y no es el hecho de la falta de capacidad de pago lo que podría generar la exoneración que se pide. 
A continuación, el funcionario a quo, de una manera laxa, le concedió de nuevo otra oportunidad más a la defensora para que argumentara en debida forma la apelación, y lo que hizo la apoderada fue expresar: “Los daños materiales no fueron probados tampoco y creo que es fundamental que se hubiere probado eso para poder dar una suma dineraria. No hay más para decir”. 
No obstante lo dicho, el juez de conocimiento afirmó que el despacho encontraba muy pobre esa sustentación para enviarla al Tribunal, pero “para no generar una falta al derecho de defensa, el despacho le concede esa alzada”. Por su parte, al concedérsele de nuevo el uso de la palabra a la apoderada de la víctima como no recurrente, insistió en que la determinación debía ser confirmada, y aclaró que ella solo solicitó en su pretensión el pago de perjuicios morales, no los materiales, a consecuencia de lo cual así fueron tasados. De allí que estima que no hay fundamento para la apelación.

Lo que concluye la Corporación de esa secuencia, es que el señor juez de conocimiento debió haber declarado de plano desierto el recurso por absoluta falta de sustentación, sin dar más largas al asunto y sin permitir que llegara a esta instancia con miras a efectuarse un pronunciamiento que era evidente. 

Y es que no podía ser de otra manera, porque los dos argumentos esgrimidos en contra de la providencia que puso fin al incidente de reparación integral, eran inadmisible. El primero, la ausencia de capacidad económica, porque -como ya se dijo- ello nada tiene que ver en el debate acerca de la existencia del daño y su cuantificación; y el segundo, la no prueba de los perjuicios materiales, porque es sabido que dentro de las pretensiones de la demanda por parte de la apodera de víctima, no estaba ninguna reclamación por perjuicios de esa clase, sino únicamente existía una reclamación por perjuicios morales, de suerte que era abiertamente impertinente hacer referencia a algo que no se estaba cobrando. 

Así las cosas, la Sala desestima los argumentos presentados por la parte inconforme, y está en el deber de declarar desierto el recurso. 

3.- DECISIÓN 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, DECLARA DESIERTO el recurso de apelación que fuera interpuesto por la apoderada que representa los intereses del procesado, y en consecuencia SE ABSTIENE de desatar el recurso oportunamente interpuesto.

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de reposición que de interponerse debe hacerse dentro del presente acto público y en forma oral.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
 La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 
� TORRES CALERO, Miguel Angel. GARCÍA AGUDELO, Ernesto, Código de Procedimiento Penal. Segunda Edición, 1990, Tomo I, Editora Jurídica Colombiana, pg. 423.
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